
MINISTERIO DE LA VIVIENDA

25470 ORDEN de 28 de octubre de 1975 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada 
por el Tribunal Supremo en el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Augusto Besses 
Casals contra la Orden de 21 de noviembre de 1971.

Ilmo. Sr.: El recurso contencioso-administrativo seguido en 
única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, in­
terpuesto por don Augusto Besses Casal, demandante, la Admi­
nistración General, demandada, contra la Orden ministerial de 
25 de noviembre de 1971, aprobatoria del justiprecio e indem­
nizaciones de la finca número 348 del área de actuación «Riera 
de Caldas», hoy Santa María de Gallees (Barcelona), se ha 
dictado sentencia con fecha 21 de junio de 1975, cuya parte dispo­
sitiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Augusto Besses Casals con­
tra la Orden del Ministerio de la Vivienda de 25 de noviembre 
de 1971, que aprobó el proyecto de expropiación del área de 
actuación «Riera de Caldas»; y la desestimación tácita del re­
curso de reposición deducido contra la misma, declaramos:

Primero —Que la citada Orden ministerial y el expediente 
seguido para su aprobación no han incurrido en los vicios de 
procedimiento ni de fondo que se denuncian por la parte de­
mandante, a efectos de su nulidad total; desestimando esta pri­
mera pretensión de la demanda.

Segundo—Que dicha Orden ministerial es contraria a derecho 
y, por tanto, nula en cuanto determina los precios de expropia­
ción del suelo de la parcela 348, que deberán fijarse por su 
valor expectante, manteniendo la inclusión en la zona que le 
ha sido señalada administrativamente y variando los siguientes 
elementos integrantes de la tasación: Grupo de ciudades, el pri­
mero; categoría C, grado 1; coeficiente por urbanización, el 
3,6; módulo o coste de edificación, 1.300 pesetas el metro cúbico; 
valor inicial, 42,17 pesetas el metro cuadrado, y valor inicial 
medio, 35,66 pesetas igual unidad de medida; expectativas, del 
90 por 100; confirmando la edificabilidad atribuida por la Orden 
recurrida y los demás elementos de la valoración no incluidos 
en este apartado; debiendo la Administración efectuar la valo­
ración de estos terrenos con los datos indicados e incremen­
tarlas con el 5 por 100 como premio de afección.

Tercero.—Que también es contraria a derecho la Orden ci­
tada en cuanto fija la indemnización por el traslado de las 
industrias instaladas en la finca 348, por lo que se anulan, y se 
determinan por un importe de 1.948.999 pesetas, cantidad en la 
que va incluido el premio de afección procedente.

Cuarto.—De conformidad a derecho de los demás pronun­
ciamientos de la Orden de 25 de noviembre de 1971, desesti­
mando las demás pretensiones de la demanda. Condenando a la 
Administración demandada a que efectúe las valoraciones del 
terreno en la forma y modo expresados, y abone al demandado 
la diferencia entre la cantidad que resulte de esta valoración 
más la indemnización señalada en él apartado 3.° y lo que ya 
tienen percibido por causa de esta expropiación; absolviéndola 
de las demás pretensiones de la demanda. Todo ello sin especial 
condena en las costas causadas en este proceso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislativa", 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.» 

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. a los efectos oportunos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 28 de octubre de 1975.—P. D., el Subsecretario, Dan- 

causa de Miguel.

Ilmo. Sr. Director gerente del INUR.

25471 ORDEN de 28 de octubre de 1975 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada 
por el Tribunal Supremo en el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Juan García 
Boca y otros contra la Orden de 21 de noviembre 
de 1971.

Ilmo. Sr.: En recursos acumulados contencioso-administra- 
tivos seguidos en única instancia ante la Saja Quinta del Tri­
bunal Supremo interpuestos por don Juan García Roca y otros 
demandantes, la Administración General, demandada, contra la 
Orden ministerial de 25 de noviembre de 1971, aprobatoria del 
justiprecio e indemnizaciones de las fincas números 227, 69, 65, 
44, 122 y 34 del área de actuación «Riera de Caldas», hoy «San­

ta María de Gallees» (Barcelona), se ha dictado sentencia con 
fecha 3 de abril de 1975, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que con estimación parcial del recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por la representación procesal 
de don Juan García Roca, don Esteban Brau Pujo, don Julián 
Sesma López, don José Humet Vila, don Juan Fernando Sallen, 
don Juan Llonch Artimira y don Antonio Llonch Font contra 
la Orden del Ministerio de la Vivienda de 25 de noviembre de 
1971, aprobatoria del Proyecto de Expropiación del Area, de 
actuación urbanística "Riera, de Caldas", en la provincia de 
Barcelona, y la desestimación tácita, por aplicación de la doc­
trina del silencio administrativo, del recurso de reposición que 
los accionantes interpusieron contra la mencionada Orden mi- 
 nisterial, declaramos:

Primero.—Que en la Orden de 25 de noviembre de 1971 y en 
el expediente seguido para su aprobación no se ha incidido en los 
vicios de procedimiento que se denuncian en la demanda, por 
lo que se desestima la pretensión de nulidad que en ella se 
formula.

Segundo.—Que la repetida Orden ministerial y el acto admi­
nistrativo presunto, confirmatorio de. la misma, es contraria a 
derecho, y por tanto nula, en cuanto a las valoraciones de las 
parcelas números 227, 69, 65, 44, 122 y 34 del area de actuación 
"Riera de Caldas", en cuanto no se ajusta respecto a los te­
rrenos a las normas siguientes: En cuanto a la agrupación de 
ciudades, deberán' incluirse en el grupo l.° de la norma 2.a 
del Decreto de 21 de agosto de 1956, aprobatoria del anexo de 
coeficientes; respecto a la categoría y grado, se comprenderán 
en C-i los terrenos rústicos que se tasan por el valor expec­
tante, y B-3 para los que se tasan por el valor urbanístico; 
en cuanto a la edificabilidad, se señala para la zona E-4, 3,20; 
para las zonas E-6, E-7 y E-8, 2,40; para las zonas E-9 y E-10,2. 
y para las zonas U-2 y U-4, 2,244; respecto al módulo o coste 
de la edificación se fija en 1.300 pesetas el metro cúbico; én 
cuanto al coeficiente por urbanización se señala el 3,60 por 100 
para las zonas de valoración expectante y el 7,50 por 100 para 
las zonas de valoración urbanística; los valores iniciales se fijan 
en 42„17 pesetas el metro cuadrado para los terrenos de regadio 
permanente, en 32,72 pesetas para los de regadio eventual, en 
18,08 pesetas para los terrenos de pinares y en 85,66 pesetas, 
también el metro cuadrado, para el valor inicial medio, fiján­
dose las expectativas en el 90 por 100, con arreglo a estas 
normas se procederá por la Administración a la valoración de 
los terrenos propiedad de los recurrentes.

Tercero.—Que respecto a los vuelos y construcciones exis­
tentes en dichas parcelas, se declaran ajustadas a derecho las 
valoraciones de la Administración, a excepción: respecto a la 
parcela número 69, se eleve la valoración de los árboles a 
7.500 pesetas-, con relación a la parcela número 65, se fija el 
justo precio de los árboles frutales en 13.500 pesetas; en cuanto a 
la parcela número 44, se eleva la valoración denlas construcio- 
nes a 845.326 pesetas; respecto a la parcela número 122, se 
incluyen 370 cepas y un pozo de agua, que se valoran en 29.600 
pesetas, y 15.000 pesetas, respectivamente; y en cuanto a la 
parcela número 34, se valora el derecho de agua en 80.000 
pesetas.

Cuarto.—Que en todo lo demás, se mantienen por estar ajus­
tadas a derecho las valoraciones de la Administración a, quien 
se impone asimismo el pago, en concepto de premio de afec­
ción de un 5 por 100 sobre las indemnizaciones expropiatorias 
que a cada uno de los recurrentes corresponda, conforme a las 
normas que se establecen y a las valoraciones señaladas por 
la Administración en cuanto no hayan sido modificadas.

Quinto.—Que no se hace expresa imposición a ninguna de las 
partes de las costas del recurso.

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado", e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publicán­
dose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956.

Lo que Comunico a V. I. a los efectos oportunos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 28 de octubre de 1975.—P. D., el Subsecretario, Dan- 

causa de Miguel.

Ilmo. Sr. Director gerente del INUR.

25472 ORDEN de 28 de octubre de 1975 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada 
por el Tribunal Supremo en el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Pablo Peñalba 
López contra la Orden de 27 de noviembre de 
1970.

Ilmo. Sr.: En recurso contencioso-administrativo seguido en 
única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, in­
terpuesto por don Pablo Peñalba López, demandante, la Admi-



25702 10 diciembre 1975 B. O. del E.—Núm. 296

nistración General, demandada, contra la Orden ministerial de 
27 de noviembre de 1970, aprobatoria del justiprecio e indemni­
zaciones de la industria sita en la parcela número 208 del 
polígono «Allende Duaro», 2.a ampliación; se ha dictado senten­
cia con fecha 30 de mayo de 1975, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Que estimando en parte el recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por don Pablo Peñalba López, contra 
la Orden del Ministerio de la Vivienda de veintisiete de noviem­
bre de mil novecientos setenta,* que señaló la indemnización 
correspondiente por el traslado de la industria de su propiedad 
establecida en la parcela doscientos ocho, expropiada para el 
polígono ''Allende Duero”, segunda ampliación, en Aranda de 
Duero, y la desestimación presunta por silencio administrativo 
del recurgo de reposición contra ella interpuesto, y revocando 
en parte los referidos actos administrativos por no aparecer 
conformes a derecho, señalamos como indemnización a satis­
facer al recurrente la de seiscientas cuarenta mil seiscientas 
treinta y seis pesetas, incluido el premio de afección de las 
partidas a las que corresponde, cantidad que devengará en su 
favor en tanto en cuanto no haya sido percibida el interés 
legal a partir del día siguiente a la cesación de la industija 
hasta su completo pago, todo ello sin especial imposición de 
costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado”, e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. a los efectos oportunos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 28 de octubre de 1975.—P. D., el Subsecretario, Dan- 

causa de Miguel.

Ilmo, Sr. Director gerente del INUR.

25473 ORDEN de 28 de octubre de 1975 por la que se dis-
  pone el cumplimiento de la sentencia dictada por

el Tribunal Supremo en el recurso contencioso-ad- 
ministrativo interpuesto por don José Pineda Roca 
contra’ la orden ministerial de 9 de diciembre de 
1967.

Ilmo. Sr.:’El recurso contencioso-administrativo seguido en 
única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, in­
terpuesto por don José Pineda Roca, demandante, la Adminis­
tración General, demandada, contra la Orden ministerial de 9 de 
diciembre de 1967, aprobatoria del justiprecio e indemniza­
ciones de la finca número 158 del polígono «San Cristóbal» 
(2.a fase), de Las Palmas de Gran Canaria, se ha dictado senten­
cia con fecha 30 de junio de 1975, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el recurso in­
terpuesto por don José Pineda Roca, contra la resolución del 
Ministerio de la Vivienda de veinte de marzo de mil novecientos 
setenta y dos y nueve de diciembre de mil novecientos sesen­
ta y siete, aprobatorias de los justiprecios de la finca número 
ciento cincuenta y ocho, del polígono "San Cristóbal”, segunda 
parte, de Las Palmas de Gran Canaria, declarándolos no ajus­
tados a derecho, anulándolos y declarando que el actor ha de 
ser indemnizado en la cantidad de dos millones ochenta y cua­
tro mil ochocientas ochenta pesetas por 'el pozo y su caudal y 
doscientas dieciséis mil pesetas por las tuberías, cuya suma de­
berá incrementarse en el cinco por ciento de afección y deven­
gará los interesas por ocupación y demora de los artículos 56 
y 57 de la Ley de 16 de diciembre de 1954, desestimanda el 
resto de las pretensiones de la demanda; sin hacer expresa 
imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislati­
va”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado-, todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. a los efectos oportunos
Dios guarde a V. I.
Madrid, 28 de octubre de 1975.—P. D., el Subsecretario Dan- 

causa de Miguel.

25474 ORDEN de 28 de octubre de 1975 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
el Tribunal Supremo en el recurso corvtencioso-ad- 
ministrativo interpuesto por don Manuel Fano Ca- 

rrio y otros contra la Orden de 14 de mayo y 6 de 
julio dé 1968.

Ilmo. Sr.: En recursos acumulados contencioso-administrati- 
vos seguidos en única instancia ante la Sala Quinta del Tribu­
nal Supremo, interpuesto por don Manuel Fano Carrio y otros 
demandantes, la Administración General, demandada, contra las 
Ordenes ministeriales de fechas 14 de mayo y 6 de julio de 
1968, aprobatorias del justiprecio e indemnizaciones de las fincas 
números 34-6, 334-1 y 334-2 del polígono «Las Huertas», de Pon- 
ferrada, se ha dictado .sentencia con fecha 11 de Junio de 1975, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

Fallamos: Que con desestimación del recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por el Procurador de los Tribunales 
don Manuel Lanchares Larré, en nombre y representación de 
don Manuel Fano Carrio, don Ernesto Lago Román y don Luis 
Arias Martínez, contra resoluciones del Ministerio de la Vivienda 
de quince de marzo de mil novecientos setenta y uno, confirma­
torias, en trámite de reposición de las del propio Departa­
mento ministerial que denegaron la petición de los recurrentes 
de liberar de las expropiaciones decretadas para la construc­
ción dei polígono "Las Huertas”, de Ponferrada (León), las 
parcelas de su propiedad, declaramos que dichas resoluciones se 
hallan ajustadas al ordenamiento jurídico aplicable, y en con­
secuencia las confirmamos y absolvemos de la demanda a la 
Administración; sin hacer expresa imposición a ninguna de las 
partes de las costas del recurso.,

Así por esta nuestra sentencia que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislati­
va”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de di­
ciembre de 1856.

Lo que comunico a V. I. a los efectos oportunos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 28 de octubre de 1975.—P. D., el Subsecretario, Dan- 

causa de Miguel.

Ilmo. Sr. Director Gerente del INUR.

25475 ORDEN de 28 de ocubre de 1975 por la que se dis-
 pone el cumplimiento de la sentencia dictada por

el Tribunal Supremo en el recurso contencioso-ad- 
ministrativo interpuesto por don Juan Jorge Martín 
contra la Orden de 13 de noviembre de 1968.

Ilmo. Sr.: El recurso contencioso-administrativo seguido en 
única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, inter­
puesto por don Juan Jorge Martín, demandante, la Administra­
ción General, demandada, contra la Orden ministerial de 13 de 
noviembre de 1968, aprobatoria d:l justiprecio e indemnizacio­
nes de la finca número 116 del polígono «Padre Anchieta», de 
San Cristóbal de La Laguna, se ha dictado sentencia con fecha 
27 de junio de 1975, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando en parte la pretensión en este pro­
ceso deducida por el Procurador don Juan Antonio García San 
Miguel y Orueta, en nombre y representación de don Juan Jor­
ge Martín, frente a la Orden del Ministerio de la Vivienda de 
trece de noviembre de mil novecientos sesenta y ocho, confir­
mada en reposición por otra de veintisiete de julio de mil no­
vecientos setenta y uno, en el particular relativo al justiprecio 
de la parcela a que se contrae el presente litigio, la ciento 
dieciséis del polígono "Padre Anchieta", de San Cristóbal de 
La Laguna, declaramos que el verdadero valor de dicho predio, 
según queda detallado en el penúltimo de los considerandos 
precedentes, incluyendo el premio de afección, asciende a la 
cantidad de pesetas cuatro millones trescientas cincuenta y seis 
mil novecientas cincuenta y nueve con cincuenta y seis cénti­
mos; cantidad a abonar por la Administración al recurrente, 
más el interés legal; y sin imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en la Ley de 27 de- di­
ciembre de 1956.

Lo que comunico a V. I. a los efectos oportunos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 28 de octubre de 1975.—El Subsecretario, Dancausa 

de Miguel.
Ilmo. Sr. Director Gerente del INUR. Ilmo. Sr. Director Gerente del INUR.


